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Medellín, dieciséis (16) de marzo de dos mil veintidós (2022) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la señora Marta 

(o Martha) Elena Arango Gil en contra de la sentencia proferida el 25 de agosto 

de 2021 (notificada por estados del día 26 siguiente), por el Juzgado Primero 

Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 

 

Temas: prescripción de la “acción” ordinaria, opción del prescribiente. 

 

ANTECEDENTES 

 

Procedente del Juzgado Primero Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, por 

virtud de la apelación interpuesta por la señora Marta (o Martha) Elena Arango 

Gil, en contra de la sentencia proferida el 25 de agosto de 2021 (notificada por 

estados del día 26 siguiente), ha llegado a esta Corporación el proceso verbal 

promovido por la apelante y el señor Sergio Arango Gil en contra del Banco 

BBVA Colombia S.A, a través del cual la parte demandante pretende lo 

siguiente: 

 



“Declarar a favor de los señores MARTA ELENA ARANGO GIL Y 

SERGIOARANGO GIL mayores de edad y de este vecindario, que el 

contrato de mutuo suscrito con la entidad BANCO BCH CEDIDA A 

GRANAHORRAR HOY BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA 

COLOMBIA S.A BBVA COLOMBIA, al haber sido deudores afectados 

por haberse visto obligados a pagar más de lo que debían, gozan de las 

acciones judiciales pertinentes para obtener la revisión de su 

reliquidación de sus créditos y devolución de lo que hallan cancelado en 

exceso con fundamento en las decisiones que en relación con los 

contratos de mutuos otorgados en PESOS MAS DTF que se encontraban 

vigentes entre los años 1993 a 1999 , tomo (sic) la Honorable Corte 

Constitucional y el Consejo de Estado en las decisiones dispuestas en las 

sentencias C 383; C 700 y C 747 de 1999 de la Corte Constitucional y la 

nulidad de la resolución externa Nro. 18 de 1995 proferida por el Consejo 

de Estado y Sentencia c 1140 del 2000. 

 

14. Declarar a favor de los señores MARTA ELENA ARANGO GIL Y 

SERGIO ARANGO GIL ,ambos mayores de edad y de este vecindario, los 

mayores valores cobrados por la BANCO BCH CEDIDO A BANCO 

GRANAHORRAR HOY BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA 

S.A BBVA COLOMBIA Condenase a la entidad demandada a pagar a favor 

de mis representados la suma que se prueba con el experticia financiero 

que se aporta en el que se ha determinado las sumas que a titulo de los 

cobros realizados en exceso, que De conformidad a experticia financiero 

realizado por PERITO FINANCIERO determino que la entidad ha incurrido 

en un cobro excesivo, en lo que tiene que ver con intereses pagos demás 

con DTF la no aplicación de reliquidación al crédito y la no depuración 

completa de la DTF que se tiene que hacer reliquidada ,aplicando el alivio 

y redenominando y al ser en pesos a partir del 2000 debe continuar el 

crédito en pesos Cada uno de los pagos que mi(s) representa(dos) 

realizaron a la entidad fue rebasada por persona experta y concluyo que 

la entidad convocada a cobrado dinero en exceso, ya que según este 

estudio la obligación a Diciembre 31 de 1999 debía tener un saldo 

diferente al que la entidad reporta ,es así como según el saldo del experto 

a Diciembre 31 de 1999 el saldo de la deuda es de 28.471.168 y en 

cambio la entidad afirma como saldo de la deuda a enero del 2000 de 

54.492.390 en razón de ello la entidad debe devolver por cobro en 



exceso generado desde la fecha del primer pago a diciembre 31 de 1999 

la suma de $26.021.222 y al seguir pagando sobre un saldo que no 

correspondía desde enero del 2000 hasta el cierre del análisis financiero 

es de S 68.455.567 agosto de 2004, sumas que deberán ser reajustadas 

al momento del pago por parte de la entidad en exceso. 

 

15. Que se condene a la entidad demandada a devolver a título de interés 

por lo cobrado en exceso la suma que resulte de aplicar la misma tasa 

que se le cobro a mi poderdante en la época de su crédito a la cantidad 

probada como pagada en excesos hasta el día del efectivo pago 

atendiendo a los que se causen desde esa fecha hasta la devolución 

definitiva con ocasión de la obligación hipotecaria sujeto de revisión en 

esta demanda  

 

SUBSIDIARIA 

 

1. Declarar a favor de los señores MARTA ELENA ARANGO GIL Y SERGIO 

ARANGO GIL mayores de edad y de este vecindario, que el contrato de 

mutuo suscrito con la entidad BANCO BCH CEDIDO A BANCO 

GRANAHORRAR HOY BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA 

S.A BBVA COLOMBIA , al haber sido deudores afectados por haberse 

visto obligados a pagar más de lo que debían gozan de las acciones 

judiciales pertinentes para obtener la revisión de su reliquidación de sus 

créditos y la devolución de lo que hallan cancelado en exceso. A título de 

intereses pagos demás con DTF la no aplicación de reliquidación al 

crédito y la no depuración completa de la DTF que se tiene que hacer 

reliquidada .aplicando el alivio y redenominando, con fundamento en las 

decisiones que en relación con los contratos de mutuos otorgados en 

PESOS MAS DTF ,que se encontraban vigentes entre los años 1993 a 

1999 , tomo la Honorable Corte Constitucional y el Consejo de Estado en 

las decisiones dispuestas en las sentencias C 383; C 700 y C 747 de 1999 

de la Corte Constitucional y la nulidad de la resolución externa Nro. 18 

de 1995 proferida por el Consejo de Estado y Sentencia c 1140 del 2000 

 

2. Sírvase condenar a la entidad demandada a pagar a favor de mis 

representados la suma que se prueba como resultado luego de realizar 

la reliquidación por parte de peritos idóneos quienes determinaran las 



sumas que a titulo de los cobros realizados en exceso y la suma de 

intereses hasta el día del efectivo pago atendiendo a los que se causen 

desde esa fecha hasta la devolución definitiva con ocasión de la 

obligación hipotecaria sujeto de revisión , 450-143-143300371-3 LUEGO 

CAMBIO POR EL 6075- 0024583-6, en aplicación a las sentencias C 383; 

C 700 y C 747 de 1999 de la Corte Constitucional y la nulidad de la 

resolución externa Nro. 18 de 1995 proferida por el Consejo de Estado y 

Sentencia c 1140 del 2000 y las demás que determinaron los valores a 

cancelar en los créditos afectados por DTF y en relación con los interés 

deberá revisar y determinar si la demandada incurrió en cobro de interés 

por fuera de lo permitido según art 72.” (sic fls. 11-12 pdf 6) 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que los demandantes firmaron a favor de la entidad demandada un pagaré 

por $30.000.000 pagaderos a 180 cuotas con interés del DTF más 6.5 puntos 

anual, a partir del 15 de junio de 1995. Inicialmente ese título se identificaba 

con el número 450-143-143300371-3 y luego ese consecutivo cambió por el 

6075-0024583-6” (fl. 6 pdf. 6) 

 

Que en la experticia aportada con la demanda se determinó que los 

demandantes pagaron sumas en exceso a favor del banco, por cuanto este 

no reliquidó el crédito y no depuró completamente el DTF para aplicar el alivio, 

de cara a que a partir del año 2000 el crédito continuara su ejecución en 

pesos. 

 

Que en diciembre de 2000 la entidad demandada informó que aplicaría un 

alivio al crédito por $11.997.351, que no aparece en las “colillas adjuntas a la 

demanda” y realmente fue aplicado en parte a interés, pues los actores habían 

pagado durante un año cuotas sobre un valor que no correspondía al 

realmente debido, muy a pesar de lo cual no les fue reconocida suma alguna 

por ese error. 

 

Que al crédito no le fue realizada reliquidación alguna y a pesar de haber sido 

tomado en pesos fue abusivamente redenominado en UVR, sin contar con 

autorización alguna de los deudores para ello y afectando así su derecho al 



debido proceso, lo que conlleva a que puedan repetir lo pagado a la luz de las 

decisiones del Consejo de Estado y la Corte Constitucional. 

 

RÉPLICA 

  

La demanda fue admitida por auto fechado el 27 de septiembre de 2019 (fl 

16 pdf 6), y notificada la sociedad demandada procedió, a través de 

apoderada judicial, a contestarla comenzando por aceptar como cierto que 

entre las partes había existido un contrato de mutuo, pero aclaró que en su 

ejecución nunca cobró sumas en exceso como se afirma en la demanda, la 

cual en lugar de hechos contiene enunciados subjetivos más bien compatibles 

con la técnica de las pretensiones. 

 

A renglón seguido aseguró que al mentado crédito le fue aplicado un alivio de 

$12.115.404 “en los términos ordenados por la ley”, conforme a la cual 

también realizó la reliquidación de rigor atendiendo especialmente a lo 

dispuesto en la ley 546 de 1999, la resolución 2896 de 1999 del Ministerio de 

Hacienda y la circular 007 de 2000 emanada de la entonces Superintendencia 

Bancaria, tal como se puede observar en los documentos anexos a la 

contestación, y siempre buscando sustituir el UPAC por el UVR según lo 

ordenado por el legislador (artículos 38 a 42 ley 546), razón por la que ese 

cambio de modalidad no obedeció a su capricho. 

 

Por otro lado, alegó que en este caso no procede la revisión del contrato 

mutuo porque nunca cobro suma alguna en exceso y, además, el crédito 

objeto de este fue totalmente cancelado el 24 de diciembre de 2004. 

 

Con base en todo lo anterior, la demandada manifestó que se oponía a la 

prosperidad de las pretensiones, por lo que propuso las que denominó 

“excepciones” de “terminación del contrato por pago total de la obligación”, 

“improcedencia de la acción de revisión”, “prescripción de la acción”, 

“cumplimiento cabal del contrato – aplicación pactada de pagos”, “falta de 

legitimación en la causa por pasiva” y “buena fe por parte de mi mandante”. 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 



Trabada así la relación procesal, se dictó sentencia anticipada en la que se 

resolvió lo siguiente: 

 

“PRIMERO: DESESTIMAR las pretensiones de la demanda, conforme a 

lo expuesto en la parte motiva de esta providencia, declarando probada 

la excepción de prescripción de la acción por las razones igualmente 

apuntadas. 

 

SEGUNDO: Se CONDENA en costas a la parte demandante, salvo en lo 

relacionado con el señor SERGIO ARANGO GIL quien goza del beneficio 

de AMPARO DE POBREZA.” 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, el juzgador comenzó con un recuento 

fáctico de la demanda y su contestación, así como del trámite del proceso, 

para luego asegurar que se encontraban reunidos los presupuestos 

procesales. 

 

Pasó entonces a realizar algunas consideraciones sobre la sentencia del 21 de 

mayo de 1999 del Consejo de Estado, en el que se declaró la nulidad de la 

Resolución Externa Nro. 18 de 1995 emitida por el Banco de la República, 

mediante la cual se establecía la liquidación de la UPAC con base en la D.T.F. 

Además, recordó que “posteriormente, en mayo 26 del mismo año, la Corte 

Constitucional declaró inexequible el literal f, del artículo 16 de la Ley 31 de 

1992, (Sentencia C-383/99) que hace expresa referencia a la inexequibilidad 

del cobro de la corrección monetaria de la UPAC con base en la D.T.F. y 

ordenó la reliquidación con base en el índice de Precios al Consumidor o IPC”. 

 

Dicho lo anterior, recordó que la parte demandada se había opuesto a la 

prosperidad de las pretensiones, alegando que nunca cobró sumas en exceso 

y que el dictamen pericial acompañado con la demanda tenía varios errores. 

Sin embargo, dijo el Juez, resultaba imperioso realizar algunas 

consideraciones adicionales para explicar que en este caso no “tiene cabida la 

aplicación de la teoría de la imprevisión, basada en el artículo 868 del Código 

de Comercio”. Lo anterior es así, porque 

 

“se puede establecer que estamos frente a un contrato diferente, de 

tracto sucesivo, por lo tanto es dable el análisis del artículo 868 del 



código mercantil, siendo carga de la parte demandante establecer y 

demostrar en forma fehaciente que se dieron los elementos axiológicos, 

como ACREDITAR la existencia de circunstancias extraordinarias, 

imprevistas o imprevisibles que alteraron los términos del contrato, 

haciéndolo más gravoso para su cumplimiento, por lo oneroso que se 

tornó, hasta el punto de impedir su cumplimiento. Además que esas 

circunstancias se dieron con posterioridad a la celebración del contrato 

y sobre esto aducen los demandantes que al 31 de diciembre de 1999 

el saldo de la deuda era $ 28’471.168 y que la entidad demandada 

reportó como saldo de la deuda en enero de 2000 la suma de $ 

54’492.390.00, razón por la cual le deben devolver por cobro en exceso 

desde diciembre 31 de 1999 $ 26’021.222 y que al seguir pagando 

sobre un saldo que no correspondía desde enero de 2000 hasta el cierre 

del análisis financiero, la entidad accionada les debe $ 68’455.567 al 

mes de agosto de 2004, suma que deberá ser reajustada al momento 

del pago.” 

 

Ahora, advirtió también que “(P)or iniciativa del Gobierno se dio cumplimiento 

a la orden de la sentencia C-700 expidiéndose la Ley Marco 546/99 la que dio 

origen al sistema UVR o de Unidades de Valor Real, ordenando la reliquidación 

de los créditos generados en Upac a este nuevo sistema y la posible 

reestructuración, de acuerdo a las condiciones del deudor. Este nuevo sistema 

se constituyó sobre créditos de vivienda individual a largo plazo orientados a 

financiar la compra de vivienda nueva o usada y a la construcción de unidad 

habitacional cuando se trate de vivienda de interés social o al mejoramiento 

de la misma.” Fue por esa razón, y de conformidad con el parágrafo del 

artículo 234 del Código General del Proceso, que se ordenó la respectiva 

peritación a cargo de la Superintendencia Financiera, a partir del cual concluyó 

el juzgador “esta demanda carece de visos para su prosperidad conforme a 

las excepciones propuestas, entre las que, por especial circunstancia no 

relacionada con lo que se viene señalando, se debe mencionar la excepción 

de PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN”. 

 

Ahondó en lo último para precisar que “una vez determinada la improsperidad 

de la acción se fundamenten las razones por las cuales una o varias de las 

excepciones propuestas por la parte demandada en un determinado proceso, 

salen adelante. Sin embargo en este caso estima este despacho que debe 



hacerlo porque un resumen de todo lo anteriormente expresado bien puede 

definir sintéticamente que ésta, la acción propuesta a nombre de los señores 

MARTA ELENA Y SERGIO ARANGO GIL no puede salir adelante, sencillamente 

porque está prescrita o dicho de otra manera porque los actores, sin acreditar 

ninguna causal de suspensión o de interrupción dejaron transcurrir más de 

diez años sin proponer la acción.” Para justificar el punto citó la sentencia del 

18 de diciembre de 2019 (MP. MARGARITA CABELLO BLANCO SC5515-2019 

RADICACIÓN 11001-31-03-018-2013-00104-01), a partir de la cual concluyó 

su argumentación afirmando lo siguiente: 

 

“no se requieren mayores disquisiciones para establecer 

definitivamente que esta acción no puede salir avante, de una parte 

porque, se repite, el dictamen pericial que hoy impone la ley procesal, 

según el Parágrafo del artículo 234 del Código General del Proceso 

concretó con base en informe de la SUPERINTENDENCIA FINANCIERA 

DE COLOMBIA que en su base de datos se encontró que el Banco 

Central Hipotecario BCH en Liquidación reportó un alivio a favor de la 

señora MARTHA ELENA ARANGO GIL identificada con C.C. 32.463.150, 

por valor de $12.115.404; que el reporte, fue verificado en su momento 

por la Superintendencia y lo informó a la Dirección General de Crédito 

Público del Ministerio de Hacienda quien mediante Resolución No. 929 

de 2000, ordenó la expedición del (los) Título (s) de Tesorería TES a 

favor de la entidad financiera por dicho valor; y que el Banco aplicó ese 

alivio el 01 de enero de 2000. 

 

Sin embargo y ante todo, razones están dadas para determinar que por 

haberse retardado más de diez años el ejercicio de esta acción prospera 

la excepción de prescripción de la acción, PROPUESTA POR LA ENTIDAD 

DEMANDADA con lo que se determina que no se requiere profundizar 

en materia de pruebas para finiquitar la instancia con sentencia 

escritural anticipada como lo señala el numeral 3° del artículo 278 del 

Código General del Proceso.” 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la señora Marta (o Martha) Elena Arango Gil se alzó 

en su contra, alegando como reparos concretos los que pasan a 



individualizarse (dentro de los tres días siguientes a la notificación de 

la sentencia), previo a cuya mención debe aclararse que mediante auto del 

6 de julio de 2021 (pdf 26) el juzgado de origen tuvo en cuenta la renuncia 

que del poder hizo la abogada Marta Lucía Arango Bernal el 11 de junio de 

2021, quien venía representando los intereses de los dos demandantes. Por 

tanto, mediante memorial del día 22 de ese mes y año, únicamente la 

demandante Marta (o Martha) Elena Arango Gil confirió poder al abogado José 

Antonio Muñóz Álvarez con T.P. 95.605 del C.S. de la J, no así el señor Sergio 

Arango Gil, al punto que el nuevo apoderado solicitó en el escrito que contiene 

los reparos concretos que le fuera reconocida “personería para actuar en 

consideración que los demandantes por parte del señor Sergio Arango Gil se 

esperaba que este me confiriera poder para actuar en su nombre (sic) por lo 

tanto ante el tribunal allegare constancia autenticada del poder conferido para 

efectos de reconocimiento de la personería en este” (pdf 32), lo cual nunca 

sucedió según la constancia secretarial levantada para ingresar el expediente 

a Despacho. 

 

Los reparos, entonces, son los siguientes: 

 

PRIMERO: “sobre la prescripción”. En este punto alegan los apelantes que 

si bien la “prescripción es el término que tienen las personas para ejercer sus 

acciones”, lo cierto es que existen disposiciones legislativas que permiten a 

las personas tener en cuenta los 20 años o los 10 años (sic) en consideración 

a que en efecto la ley 546 de 1999 entró en vigencia en enero del año 2000, 

por lo que para la fecha de la presentación de la demanda (2019) obviamente 

no habían transcurrido 20 años, mismos que tenían los demandantes a su 

disposición para pedir la revisión del contrato. Luego, “la relación contractual 

nunca en la pretensión está invocada (sic) por el contrario es la obligación de 

re liquidar que surge el primero de enero de 2000, por lo tanto el tiempo para 

contarla no es desde el año 1995, toda vez que los factores que fueron 

alterados en el crédito se cuentan desde el día reitero 1 de enero de 2000” 

(sic escrito reparos concretos). 

 

SEGUNDO: “sobre la reliquidación del derecho a que fuera revisado el crédito 

por orden constitucional”. El presente reparo se basa en que “la ley nos indica 

que este medio se perfecciona por resultados y operaciones matemáticas, y 

mal haría el señor Juez tomarse esta respuesta de informar que la pretensión 



sobre este punto no prosperaba solo por un mero decir, bajo qué criterio 

encontró que el crédito se re denomino (sic) en UVR o es que la relación 

contractual se cambió bilateralmente”. Con ello insistió en que el presente no 

es el único crédito con ocasión del cual la entidad demandada incurrió en 

“violaciones”. 

 

Luego, si el Juez tenía dudas sobre el crédito, “no manifestó en donde tenía 

razón la Súper Intendencia  Financiera(sic) por ende no el demandado a 

través del señor perito, en la aprobación del alivio, sin observar de donde 

resultaban dichos valores y sumas en el perito, creo que como mínimo debía 

haber citado a la audiencia del art. 372” (sic escrito reparos concretos). 

 

TERCERO: “el debido proceso y el de defensa (amparados en la vivienda 

digna) dos pilares fundamentales que con este fallo se incurre la defensa 

(sic)”, en tanto que si bien el proceso se planteó sobre la base de una 

reliquidación “era menester aportar un dictamen por parte de una persona 

experta en matemática financiera que nos diera a entender que existían 

diferencias considerables en el manejo del crédito, toda vez que la materia no 

le compete al Juez hacer liquidaciones (sic) o emitir conceptos sin ninguna 

evaluación previa de lo que solicitaba el demandante” (sic escrito reparos 

concretos). 

 

DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 13 de 

diciembre de 2021. Dentro del término a que se refiere el artículo 14 del 

decreto 806 de 2020 no se allegó memorial alguno, pero la parte no 

apelante radicó un escrito pronunciándose sobre los reparos 

concretos presentados ante el a-quo, en el que afirmó que la sentencia 

recurrida debía ser confirmada especialmente porque el contrato había 

terminado por pago total de la obligación, amén que toda acción derivada de 

este ha sido alcanzada por la prescripción. 

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 



De acuerdo con lo decidido y argumentado por el juzgador de Primer Grado y 

los reproches elevados por la apelante, de la siguiente manera pueden 

plantearse los problemas jurídicos que debe abordar la Sala en esta ocasión:  

 

1 - ¿Prescribió en este caso la “acción” para obtener la revisión y/o 

reliquidación del crédito tomado por los demandantes con la entidad 

bancaria demandada? 

 

De ser negativa la respuesta a la pregunta anterior, la Sala deberá resolver si 

 

2- ¿Está probado que la demandada cobró sumas en exceso a los 

demandantes, en virtud del crédito de que da cuenta la demanda? 

 

CONSIDERACIONES 

 

1. De la prescripción de la “acción” ordinaria y la opción del 

prescribiente 

 

Ha dicho la Jurisprudencia en un contundente pronunciamiento1 que se cita 

in extenso por su vigencia y rigor dogmático, que la prescripción  

 

“1.1. en sentido amplio -adquisitiva y extintiva-, desde sus 

albores, se justificó en la inexorable necesidad de conjurar la 

perpetuidad de ciertas situaciones especiales, provocadas por el 

implacable transcurso del tiempo, aunada a la inactividad de los 

titulares de derechos y acciones, que ocasionaba a otros perjuicio 

e indiscutida incertidumbre. Realmente, era necesario definir la 

propiedad del bien poseído por persona distinta al dueño, por 

cuanto un estado de cosas como ese, mantenía para el 

propietario los atributos que le otorgaba el dominio, en 

detrimento del poseedor. De otro lado, se hacía imperativo 

impedir que las relaciones jurídicas personales se tornaran 

indefinidas, por cuanto ello implicaba que las acciones derivadas 

de las mismas pudieran ejercerse en cualquier momento, con 

prescindencia del tiempo transcurrido, posibilidad que, sin duda, 

 
1 Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 29 de junio de 2007. M.P. Carlos Ignacio Jaramillo 
Jaramillo.  



lesionaba los derechos de la persona en contra de quien se 

dirigieran las mismas, en particular el de defensa.” 

 

1.2. En respuesta a las referidas realidades, de suyo 

insoslayables, afloró la institución que se examina, encaminada, 

por una parte, a generar la extinción del respectivo derecho o 

crédito y, por la otra, a consolidar para el poseedor, la propiedad 

de la cosa poseída y para el deudor, el fenecimiento del poder 

de coacción que es inherente a las obligaciones civiles, radicado 

en cabeza del acreedor. He ahí en términos muy sucintos, el 

sustento de la prescripción extintiva.  

 

1.3. Ciertamente, ningún beneficio representa para la sociedad 

que, como se anticipó, las relaciones jurídicas se mantengan 

insolubles, eterna o indefinidamente. Sin duda, es lesivo que, en 

cualquier momento, independientemente del tiempo 

transcurrido, puedan plantearse ulteriormente pretensiones 

derivadas de situaciones ocurridas y consolidadas mucho antes, 

puesto que, como es lógico entenderlo, su tardía formulación 

sorprendería al llamado a resistirlas, o a sus herederos, según 

fuere el caso, quienes pueden ignorar tales situaciones, o 

haberlas olvidado, resultando así comprometido su derecho a la 

defensa. “Como se lee en Enneccerus-Nipperdey: ‘La 

prescripción sirve a la seguridad general y a la paz jurídica, las 

cuales exigen que se ponga un límite a las pretensiones jurídicas 

envejecidas’. ‘Sin la prescripción -agregan- nadie estaría a 

cubierto de pretensiones sin fundamento, extinguidas de 

antiguo, si, como sucede con frecuencia, hubiese perdido con el 

curso del tiempo los medios de prueba para su defensa’. O como 

patéticamente lo hace resaltar Giorgi: un derecho que no se 

manifiesta... por la inactividad del acreedor, es un derecho que 

falta a su finalidad y equivale para la humana justicia, a un 

derecho que no ha existido: lo cubre el olvido y lo sepulta el 

silencio de los años”. 2   

 

 
2 Manuel J. Argañaras. La prescripción Extintiva. TEA, Buenos Aires, 1966, págs. 7 y 8.  



Ya desde lo normativo, vale precisar que establece el artículo 1625 del C.C. 

diferentes modos de extinguir las obligaciones, entre los cuales se enlista la 

prescripción. Concordante con lo anterior, el artículo 2512 ibídem señala que 

la prescripción es tanto un modo de adquirir las cosas ajenas, como una forma 

de extinguir las acciones o derechos ajenos, por haberse poseído aquellas y 

no haberse ejercido tales acciones y derechos durante cierto “lapso de 

tiempo” (sic). 

 

Por su parte, establece el artículo 2535 de ese mismo Código que la 

prescripción que extingue las acciones y derechos ajenos exige solamente el 

paso de cierto tiempo durante el cual no se hayan ejercido las respectivas 

acciones. Señala también esta norma que “(S)e cuenta el tiempo desde que 

la obligación se haya hecho exigible”. Empero, cuando lo tratado bajo la óptica 

de la prescripción es la “acción” ordinaria, diversos son los hitos a partir de 

los cuales comienza a correr el término de 10 años consagrado en la regla 

2536 ibídem, por lo que la jurisprudencia ha diseñado por lo menos dos reglas 

generales condensadas en las máximas según las cuales “sin interés no hay 

acción” y “el interés es la medida de la acción”.  Sobre el tema ha explicado 

la Sala Civil de la Corte Suprema que 

 

“(E)n los casos en que la ley habla de interés jurídico para el ejercicio 

de una acción, debe entenderse que ese interés venga a ser la 

consecuencia de un perjuicio sufrido o que haya de sufrir la persona 

que alega el interés; es más, con ese perjuicio, que en presencia del 

Código Civil ha de ser no cualquier consecuencia sentimental o 

desfavorable que pueda derivarse de la ejecución de determinado acto, 

es preciso que se hieran directa, real y determinadamente, los derechos 

del que se diga lesionado, ya porque puedan quedar sus relaciones 

anuladas o porque sufran desmedro en su integridad; un daño eventual 

y remoto, que apenas pueda entreverse como consecuencia de las 

estipulaciones de un contrato, no es elemento suficiente para constituir 

el perjuicio jurídico que requiere la ley. El derecho de donde se derive 

el interés jurídico debe existir -lo mismo que el perjuicio- al tiempo de 

deducirse la acción, porque el derecho no puede reclamarse de futuro 



(G.J. Tomo XLJX pág. 848) (CSJ, SC del 9 de junio de 1947, G.J., t. 

LXII, pág. 431; se subraya).”3 

 

De suerte que habrá casos en los que el hito esté determinado por la 

causación del daño, como en los eventos de responsabilidad civil, otros se 

diferenciarán por el incumplimiento de un contrato y, en fin, son tantos los 

casos como las posibilidades del conteo prescriptivo, pero la regla 

jurisprudencial transcrita, acompañada del precepto contenido en el artículo 

2535, permiten concluir que es el interés jurídico el que generalmente 

determina los extremos temporales de la prescripción. 

 

Finalmente, por ser pertinente en este evento, no sobra recordar que “(E)l 

que quiera aprovecharse de la prescripción debe alegarla; el juez no puede 

declararla de oficio” (artículo 2513 C.C.). Está claro que quien se “aprovecha” 

de la prescripción es, de un lado, el poseedor que pretende ganar el dominio 

por esa vía y, de otro, el deudor que ha sido demandado para obtener el pago 

de las obligaciones a su cargo4. Por eso es que esta misma Sala ha tenido la 

oportunidad de explicar que 

 

“habiendo modificado la Ley 791 de 2002 los términos de prescripción 

para reducir a 10 años el de las prescripciones veintenarias previstas 

por el Código Civil, como es el caso de la extraordinaria adquisitiva de 

dominio, en eventos donde se hubiese comenzado a poseer bajo el 

imperio de la ley antigua sin que se hubiese completado el término de 

ley al promulgarse la nueva, necesario se hace acudir a lo establecido 

por el artículo 41 de la Ley 153 de 1887 que faculta al prescribiente 

para optar entre una u otra, es decir elegir si se acoge al término 

previsto por la ley anterior bajo cuya vigencia inició los actos posesorios, 

caso en el cual se hará dueño al completarse dicho término, para el 

caso 20 años, lo que de suyo implica el fenómeno de ultra-actividad de 

la ley; o, se acoge al término previsto por la nueva regulación, caso en 

el cual, como es apenas lógico, dicho término, para el caso 10 años, se 

contabilizaría desde la promulgación de la ley.”5 

 
3 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia del 10 de agosto de 2020. Radicado 05001-31-03-

013-2008-00228-01. M.P. Álvaro Fernando García Restrepo. 
4 Véase Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil. Sentencia del 27 de octubre de 2015. Radicado 11001 

31 03 001 2014 00251 01. M.P. Ricardo Acosta Buitrago. 
5 Tribunal Superior del Distrito Judicial de Medellín, Sala Civil. Sentencia del 16 de abril de 2018. 
Radicado 05308 31 03 001 2013 00370 01. M.P. Piedad Cecilia Vélez Gaviria 



 

Esa apreciación dogmática en realidad no responde más que a un recto 

entendimiento de lo dispuesto en el artículo 41 de la ley 153 de 1887, según 

el cual “(L)a prescripción iniciada bajo el imperio de una ley, y que no se 

hubiere completado aún al tiempo de promulgarse otra que la modifique, 

podrá ser regida por la primera ó la segunda, á voluntad del prescribiente; 

pero eligiéndose la última, la prescripción no empezará á contarse sino desde 

la fecha en que la ley nueva hubiere empezado á regir” (sic). De hecho, 

autorizada doctrina ha graficado la situación con ayuda de ilustrativos 

ejemplos, que si bien se refieren a la prescripción adquisitiva ayudan a 

entender la regla que debe aplicarse cuando una nueva ley cambia el término 

prescriptivo, para eventos en que ya ha comenzado a correr el tiempo bajo la 

vigencia de una ley anterior que en su momento previó un término diferente. 

Concretamente esto se ha dicho: 

 

“(S)i Pedro llevaba antes de la vigencia de la ley 791 de 2002, dieciocho 

años de posesión irregular sobre un bien inmueble, de acuerdo con la 

ley anterior le faltarían dos años para completar el término establecido 

para adquirir por prescripción extraordinaria, que eran veinte años.   

 

Pedro tiene la opción legal de completar los dos años que le faltan y 

esgrimir el cumplimiento de la prescripción bajo el ropaje de la 

legislación anterior. Ahora, si Pedro solo llevaba ocho años de posesión 

irregular, según la ley anterior le faltarán doce años para adquirir el 

dominio por prescripción extraordinaria. En tal caso, puede optar por 

cumplir el plazo que le falta bajo los lineamientos de la nueva ley, donde 

solo requeriría diez años para adquirir por prescripción”6 

 

CASO CONCRETO  

 

Precisión preliminar sobre la sustentación del recurso de apelación 

 

Está claro que los reparos concretos que deben presentarse ante el a-quo en 

la oportunidad prevista por el artículo 322 numeral 3- segundo inciso C.G.P 

son sólo eso: reparos, sobre los cuales ha de versar la posterior sustentación. 

 
6 VELÁSQUEZ JARAMILLO, Luis Guillermo. Bienes. Bogotá D.C: Editorial Temis, 2014. p. 429 



Por tanto, la sustentación es el siguiente paso que debe seguirse para el cabal 

trámite del recurso de apelación en materia de sentencias, la cual, por 

mandato legal, tiene que surtirse en principio ante el superior, debiéndose 

precisar además que consiste en ampliar, extender, ensanchar, explicar, 

perfeccionar, esclarecer, en fin, desarrollar los argumentos expuestos ante 

el a-quo, sin desbordar los reparos concretos señalados en oportunidad, que 

por demás tienen que referirse, obviamente, a lo que constituyó el sustento 

de la decisión atacada.  Y es esa disertación así hecha ante el superior, lo que 

otorga a la vez que define la competencia de este para decidir, conforme al 

artículo 328, que tampoco fue modificado por el citado decreto 806. 

 

Empero, lo anterior debe entenderse en armonía con lo considerado por la 

Corte en la sentencia STC5569-2021 del 19 de mayo de 20217, en la que 

recogió la postura que venía sosteniendo desde la sentencia STC3472-2021 

(7 abril, rad. 00837-00), en tanto que cuando se trata de recursos de 

apelación interpuestos y tramitados en vigencia del decreto 806, la mayoría 

de los Honorables Magistrados que integran esa Corporación consideró lo 

siguiente: 

 

“en vigencia del Código General del Proceso, declarar desierta la 

apelación cuando la parte recurrente deja de asistir ante el ad-quem a 

sustentarla, tiene fundamento exclusivo en el sistema de oralidad que 

gobierna el comentado estatuto (criterio respaldado por la Corte 

Constitucional en SU-418/19), al devenir improbable la sustitución de 

las intervenciones orales por escritas; sin que, por obvios motivos, 

tal razonamiento tenga cabida cuando en el rito respectivo 

prevalece lo escritural, como sucede con la vigencia del decreto 

806 de 2020, al estarse aquí frente a una formalidad 

innecesaria en caso de haberse sustentado desde la primera 

instancia, merced a que esta última norma, insístase, no busca velar 

por la oralidad” (negrillas fuera del texto original) 

 

Luego, cuando al momento de introducir el recurso el apelante no solo 

exprese los reparos concretos en contra de la sentencia de primera instancia, 

sino que los sustente a través de una suficiente exposición ante el a-quo, se 

 
7 Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia de tutela STC5569-2021 del 19 de mayo de 2021. 
Radicado 11001-02-03-000-2021-01407-00. M.P. Aroldo Wilson Quiróz Monsalvo. 



abre paso para que en segunda instancia se desate la alzada porque así se 

cumpliría la carga de que trata el inciso final del artículo 327 del C.G.P, ahora 

en armonía con el entendimiento jurisprudencial de lo preceptuado por el 

artículo 14 del decreto 806 de 2020. Lo anterior naturalmente se cumple en 

este caso porque la apelante no sólo precisó los reparos que le hacía a la 

sentencia de primer grado, sino que los sustentó a través de una suficiente 

exposición escrita, por lo cual la Sala estima procedente entrar en el estudio 

de fondo del recurso, muy a pesar de que ningún memorial se radicó para 

efectos de sustentarlo ante el Tribunal. 

 

PRIMER REPARO 

 

Es apenas lógico que el presente se planteara como reproche inicial porque 

en el primer punto de la resolutiva resolvió el Juez de primera instancia 

“DESESTIMAR las pretensiones de la demanda, conforme a lo expuesto en la 

parte motiva de esta providencia, declarando probada la excepción de 

prescripción de la acción por las razones igualmente apuntadas.” De hecho, 

los demás reparos realmente se refieren a asuntos de fondo vinculados con 

la “revisión del contrato” o la “reliquidación del crédito”, que en estricto 

sentido no debieron ser objeto de pronunciamiento en la medida que si el juez 

encontró probada la “prescripción de la acción”, con eso bastaba para no 

entrar en cualquier discusión adicional. 

 

Dicho lo anterior, recuérdese que según la apelante la sentencia debe ser 

revocada porque “los factores que fueron alterados en el crédito se cuentan 

desde el día reitero 1 de enero de 2000”, amén que la ley 546 entró en 

vigencia en el mes de enero del año 2000, por lo cual para la fecha de la 

presentación de la demanda (2019) no habían transcurrido 20 años, habida 

cuenta que “existen disposiciones legislativas que permiten a las personas 

tener en cuenta los 20 años o los 10 años”. 

 

Resulta entonces pertinente recordar que las pretensiones de la demanda son 

del siguiente tenor: 

 

“(D)eclarar a favor de los señores MARTA ELENA ARANGO GIL Y 

SERGIO ARANGO GIL mayores de edad y de este vecindario, que el 

contrato de mutuo suscrito con la entidad BANCO BCH CEDIDA A 



GRANAHORRAR HOY BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA 

COLOMBIA S.A BBVA COLOMBIA, al haber sido deudores afectados 

por haberse visto obligados a pagar más de lo que debían, gozan de las 

acciones judiciales pertinentes para obtener la revisión de su 

reliquidación de sus créditos y devolución de lo que hallan cancelado en 

exceso 

 

SUBSIDIARIA 

 

Declarar a favor de los señores MARTA ELENA ARANGO GIL Y SERGIO 

ARANGO GIL mayores de edad y de este vecindario, que el contrato de 

mutuo suscrito con la entidad BANCO BCH CEDIDO A BANCO 

GRANAHORRAR HOY BANCO BILBAO VIZCAYA ARGENTARIA COLOMBIA 

S.A BBVA COLOMBIA , al haber sido deudores afectados por haberse 

visto obligados a pagar más de lo que debían gozan de las acciones 

judiciales pertinentes para obtener la revisión de su reliquidación de sus 

créditos y la devolución de lo que hallan cancelado en exceso”. 

 

De suerte que la demanda no es del todo clara en cuanto a si lo pretendido 

es la revisión del contrato bajo los términos del artículo 868 del Código de 

Comercio o si, por el contrario, es la simple devolución de sumas pagadas en 

exceso con ocasión del crédito tomado por los actores el 15 de junio de 1995 

y que, según afirmaron, inicialmente se identificaba con el número 450-143-

143300371-3 y luego cambió para identificarse con el consecutivo 6075-

0024583-6” (fl. 6 pdf. 6). Sin embargo, vistas las particularidades del caso la 

discusión pierde relevancia porque ese crédito fue pagado en su totalidad el 

24 de diciembre de 2004. Así lo alegó la entidad demandada cuando propuso 

la que denominó “excepción” de “terminación del contrato por pago total de 

la obligación”, al respecto de la cual, en el respectivo traslado, la parte 

demandante simplemente precisó que  

 

“(E)n ninguna parte de los pronunciamientos se establece como 

requisito que la obligación se encuentre vigente, la revisión se pide es 

en relación con los pagos, negar esta posibilidad es permitir que cobros 

irregulares no puedan ser revisados , sería tanto como afirmar que 

luego de pagada una obligación entonces ese deudor que honra el pago 

de su deuda no puede en ningún momento reclamar, las decisiones de 



la corte dejaron ese espacio, ni aun la excusa del banco de haber 

aplicado un alivio puede excusar de su revisión.” (fl. 2 pdf 10.1)  

 

De hecho, más allá de no negar que en efecto el crédito fue cancelado 

totalmente en diciembre de 2004, la apelante en el recurso alega que “los 

factores que fueron alterados en el crédito se cuentan desde el día … 1 de 

enero de 2000”. Por tanto, resulta ciertamente irrelevante contar el término 

prescriptivo desde el año 2000 o desde el año 2004, porque lo cierto es que: 

i) la demanda se presentó el 8 de agosto de 2019; y ii) la demandada propuso 

la que denominó “excepción” de prescripción, alegando que ya había 

transcurrido el término de 10 años contenido en el artículo 8º de la ley 

791 de 2002. 

 

Luego, si bien el artículo 2536 del Código Civil, antes del 27 de diciembre de 

2002 (fecha en que entró en vigencia la ley 791), preceptuaba que la acción 

ordinaria prescribía en el término de 20 años, lo cierto es que la “opción” de 

elegir entre ambos términos de que da cuenta la apelación (10 o 20 años), 

naturalmente se encuentra estatuida a favor del prescribiente, es decir, de 

quien ha de favorecerse con su decreto, quien en este caso no es otro 

diferente al banco demandado, porque así lo dispone el artículo 2º de la ley 

791 cuando preceptúa que “(L)a prescripción tanto la adquisitiva como la 

extintiva, podrá invocarse por vía de acción o por vía de excepción, por el 

propio prescribiente, o por sus acreedores o cualquiera otra persona que 

tenga interés en que sea declarada” (negrillas fuera del texto original) y, 

claro, la entidad demandada tiene interés en que se declare la prescripción 

extintiva, obviamente no la adquisitiva.  

 

En consecuencia, siguiendo la regla contenida en el artículo 41 de la ley 153 

de 1887, y habiendo elegido el Banco BBVA Colombia S.A la prescripción de 

que trata la ley ibídem, esta se consolidó con suficiencia y ninguna duda cabe 

de ello si se cuenta el término desde “enero de 2000” como lo afirmó la parte 

demandante, o desde el 24 de diciembre de 2004 (fecha en que se canceló 

totalmente el crédito), por cuanto la demanda fue presentada el 8 de agosto 

de 2019, es decir, mucho más de 10 años después de cualquiera de esos 

hitos. 

 



Por lo objetivo de la situación, en tanto el paso del tiempo sin que medie 

suspensión o interrupción poca discusión ofrece, para la Sala lo anteriormente 

considerado justifica de manera suficiente la confirmación de la sentencia 

apelada, sin necesidad de entrar en los demás reparos por resultar 

absolutamente inoficioso e improcedente. 

 

PRECISIÓN FINAL SOBRE LAS COSTAS 

 

Si bien la entidad demandada se pronunció sobre los reparos concretos 

planteados por la apelante en primera instancia, lo cierto es que en la presente 

etapa no se surtió trámite alguno de sustentación, al punto que la Sala resolvió 

la recurrencia con base en los argumentos desarrollados ante el a-quo. Luego, 

no habrá condena en costas alguna a favor del Banco BBVA Colombia S.A en 

tanto que no se han causado. A lo anterior debe añadirse, así sea de paso, que 

la recurrente desde la presentación de la demanda elevó una solicitud de amparo 

de pobreza que nunca fue resuelta, lo que de cara a las resultas del recurso y la 

decisión sobre las costas no merece atención especial. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia de procedencia y fecha 

indicadas. Sin costas en esta instancia por no aparecer causadas. 

 

Devuélvase el expediente a su origen. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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